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INICIATIVA DE LEY DE REFORMAS A LA LEY FEDERAL DE DERECHOS PARA EL AJUSTE DE COBRO DE DERECHOS EN ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS, A CARGO DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO. 
  
        Grupo Parlamentario del Partido Verde         
Ecologista de México. 

  

Gloria Lavara Mejía, Jorge Emilio González Martínez, Sara Isabel Castellanos Cortés, Emilia Patricia Gómez Bravo y Verónica Velasco Rodríguez, senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73 fracción XXIX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a la Cámara de Diputados, para su dictamen y posterior discusión en la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley: 

  
  
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 
  

México es un país que por su ubicación geográfica, su orografía y su clima, es hogar de un importante número de especies de flora y fauna.  Estas especies representan aproximadamente el 10% del total mundial, por ello es que nuestro país es denominado como “megadiverso”. 
  
México “ocupa el primer lugar en riqueza de reptiles, el segundo en mamíferos, el cuarto en anfibios y plantas vasculares, y el décimo en aves”. Más aún, contamos con un alto porcentaje de especies endémicas. Se calcula que el 30% de las especies de vertebrados y el 63% de las especies de flora también son endémicos. 
  
La diversidad biológica del país, conforma nuestro capital ecológico.  Éste, nos proporciona toda una gama de bienes y servicios ambientales entre los que se incluyen: “el resguardo del patrimonio genético, la absorción de gases de efecto invernadero, la regulación climática, el mantenimiento de recursos hídricos, la conservación de suelos, la preservación del valor paisajístico, la producción de recursos forestales maderables y no maderables, el avance del conocimiento científico y la estructuración de hábitats para miles de especies que representan millones de años de evolución”. 
  
No obstante lo anterior, actividades humanas como “la ganadería extensiva, la intensificación agrícola, la agricultura itinerante de subsistencia, el crecimiento urbano desorganizado, y en general, la aplicación de modelos tecnológicos inadecuados para la diversidad natural del país”, continúan ocasionando el deterioro e incluso la pérdida de áreas significativas de los ecosistemas del país, poniendo en serio peligro la rica diversidad biológica que poseemos. 
  
Sin lugar a duda, la protección y conservación de áreas representativas de todos los ecosistemas que existen en nuestro país debe ser uno de los pilares de la política ambiental de la presente administración. Sin embargo, este tipo de áreas se encuentran amenazadas por la carencia de recursos financieros que puedan ser destinados para su manejo y operación.  Por ello, los legisladores del Partido Verde Ecologista de México consideramos necesario que se ajusten las cuotas que se cobran como pago de derechos para el ingreso a estas áreas de acuerdo a las características particulares de cada una de ellas, con el fin de que los fondos que se recauden sean utilizados para su preservación. 
  
Esta necesidad de ajustar la cuotas que se cobran como derecho al ingreso a la áreas naturales protegidas, atiende a diversas razones, tanto históricas como actuales, mismas que a continuación se precisarán. 
  
Los primeros esfuerzos de conservación en México datan del siglo XIX, pero se debe mencionar que éstos fueron aislados y poco efectivos puesto que en muy contadas ocasiones pudieron llevarse a cabo con éxito.  
  
Conforme fue avanzando el conocimiento del papel que desempeña la diversidad biológica en la ecósfera y se hizo patente que de su conservación depende la disponibilidad de los bienes y servicios ambientales a los que ya me he referido, así como también la subsistencia de los mexicanos. Surgió la necesidad de aplicar políticas eficaces y eficientes de conservación que eviten y reviertan el deterioro de nuestros valiosos recursos naturales. 
  
En este sentido, fue creado un instrumento de política ambiental que por una parte, permite una mayor definición jurídica para proteger y conservar nuestra diversidad biológica, y por la otra, especifica los criterios para su categorización. Me refiero compañeros, a la figura de las Áreas Naturales Protegidas. 
  
Las Áreas Naturales Protegidas son definidas como aquellas zonas del territorio nacional y aquellas sobre las que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción, en donde los ambientes originales no han sido significativamente alterados por la actividad del ser humano o que requieren ser preservadas y restauradas. 
  
La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, clasifica a las áreas naturales en 6 categorías, mismas que están sujetas a regímenes especiales de protección, conservación, restauración y desarrollo. A este respecto, cabe señalar que actualmente existen en México 31 reservas de la biosfera, 4 monumentos naturales, 66 parques nacionales, 1 área de protección de los recursos naturales, 23 áreas de protección de flora y fauna y otras 4 áreas de protección, sumando un total de 129 áreas naturales protegidas. 
  
Para el establecimiento, instalación y operación de estas áreas se deben tomar en consideración los costos de oportunidad de usos alternativos del territorio y sus recursos; los costos de resarcimiento o compensación a limitaciones o cambios en los derechos de propiedad, control, uso y acceso; los costos de transacción y negociación en el establecimiento de áreas naturales protegidas y en su desarrollo institucional; los costos de manejo, la administración y vigilancia; y los costos derivados del largo periodo de maduración de los proyectos de utilización sostenible de los recursos de las áreas naturales protegidas. 
  
Los costos de instalación y operación dependen del área natural de que se trate, pero por lo general, suelen ser muy elevados y desafortunadamente la Comisión Nacional de Areas Naturales Protegidas (CONANP), no cuenta con los recursos financieros suficientes para sufragarlos. En su informe II Aniversario, Perspectivas y Logros, indica que para el ejercicio presupuestal de 2002, se asignaron 220 millones de pesos, mismos que son insuficientes, por lo que a través del apoyo de Semarnat y otros grupos intentarán alcanzar la suma de 400 millones de pesos. 

  

En el pasado, se exploraron y concretaron formas de financiamiento alterno. En este sentido, se consiguió el apoyo de organismos y organizaciones no gubernamentales internacionales y nacionales, entre los que destacan: el Fondo para el Medio Ambiente Mundial del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (GEF), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Nature Conservancy y el Fondo Mexicano para la Conservación de la Naturaleza. Más aún, recientemente el GEF y el Fondo Mexicano para la Conservación de la Naturaleza firmaron un convenio mediante el cual ambas organizaciones asignaron un total de 31.1 millones de dólares para fondos patrimoniales de 12 reservas y actividades de fortalecimiento y sinergia institucional. 

  

Su apoyo ha sido tan valioso que en un estudio realizado por Semarnat se encontró que las áreas respaldadas por el GEF, obtienen mejores resultados, puesto que con este sustento, pueden acceder a personal, equipo, sistemas de gestión más estructurados e infraestructura por arriba del mínimo requerido para el manejo de dicha área. 

  

Como se puede apreciar, estos recursos sirven de complemento a los ya aportados por el Gobierno Federal. Además, no son aplicados a todas las áreas naturales protegidas que posee nuestro país, por lo que la realidad nos sigue demostrado que la carencia, o bien, la ausencia de recursos financieros, es hoy por hoy, uno de los principales problemas para poder manejarlas adecuada y eficientemente.  

  
En la búsqueda de una solución, se han explorado diferentes alternativas.  Como resultado, se hicieron modificaciones legales que permiten descentralizar el manejo de ciertas áreas naturales como los Parques Nacionales y su administración a los gobiernos de los estados y municipios, así como a aquellas organizaciones que se comprometen a proteger, conservar y difundir el importante papel que éstas desempeñan. 

  

Otro importante logro en la búsqueda de financiamiento fue la reforma legal que permitió modificar el artículo 189 de la Ley Federal de Derechos, a fin de poder realizar el cobro de derechos por el uso, goce o aprovechamiento de los elementos naturales marinos de dominio público existentes dentro de las áreas naturales protegidas, cabe mencionar que su aplicación se hizo efectiva a partir de este año. 

  

El artículo 198 de la Ley Federal de Derechos también aplica a las actividades recreativas o turísticas, de buceo libre o autónomo, esquí acuático y recorridos en embarcaciones motorizadas y no motorizadas.  El cobro es de $20.00 pesos por persona. 

  

Tanto los titulares de registros, autorizaciones, permisos o concesiones para la prestación de servicios náutico recreativos o acuático recreativos, o bien la persona interesada, según sea el caso, están obligados a realizar dicho pago. 

  

Los ingresos por concepto del cobro de derechos a los que se refiere el artículo antes mencionado, serán destinados a la vigilancia, conservación y aprovechamiento de las áreas naturales protegidas.  Para ello, la Tesorería de la Federación deberá reintegrar los montos obtenidos a sus respectivas áreas en el lapso de un mes. 

  

De acuerdo a estimaciones de CONANP, toda vez que se alcancen altos niveles de eficiencia en la reintegración del cobro a las áreas naturales, éste podrá aportar hasta 30 millones de pesos anuales, que podrá duplicarse si se incluyen las áreas terrestres, que hasta ahora se encuentran fuera del esquema de aplicación del cobro de derechos. 

  
A pesar de estos logros, compañeros, quiero llamar a su atención algunos problemas que se han detectado en la asignación del monto del pago de derechos, ya que éste es uniforme, es decir, lo mismo aplica para la región del Caribe mexicano, que para la región del Mar de Cortés. 
  
El problema radica en que no se tomó en cuenta que cada zona tiene sus particularidades y su tipo específico de visitantes; tampoco se pensó en que la demanda de unas es mayor a la de otras. Por ejemplo, de acuerdo con datos de la Secretaría de Turismo, el Caribe Mexicano cuenta con la mayor demanda turística nacional e internacional. Lo que hace más factible que sus áreas naturales reciban un mayor número de visitantes, contribuyendo significativamente a su eficiente manejo y operación, sin embargo,  ¿qué hay de aquellas áreas que no tienen tanta demanda, como por ejemplo las Bahías de Huatulco? 
  
Por otra parte, parece que tampoco se tomó en cuenta que, la afluencia turística se da sólo en ciertas temporadas del año, lo que hace que la tarifa quede lejos de ser la óptima.  
  
En algunos países de Europa, la visita a áreas naturales se cobra dependiendo de la temporada, lo que hace que el pago por visita durante la temporada alta compense la “pérdida” de entradas en la temporada baja. 
  
El establecimiento de una cuota uniforme no corresponde con la realidad nacional, pues no hay que olvidar que el salario mínimo vigente no es el mismo para todo el país, por lo que el poder adquisitivo de una persona en la región norte difiere del de una que vive en el Golfo o bien en el Pacífico Sur. 
  
Esto es así, en virtud de que sin importar la cercanía al área natural, el hecho, es que visitarlas es más costoso para unos que para otros, situación que en la mayoría de los casos atiende al nivel económico de la zona. 
  
También debemos mencionar que esta cuota no es democrática. Es decir, no resulta atractiva para los que invierten más tiempo en el viaje que para aquellos que se encuentran relativamente cerca. Esto es, porque después de haber incurrido en un gasto mayor al realizar un viaje más largo, el pago por el derecho de goce o aprovechamiento parece menor (al menos sicológicamente). Mientras que para el turista local puede resultar poco atractivo e incluso caro. 
  
Sobre este último punto, valdría la pena analizar ejemplos de otros países en los que las personas de la tercera edad, con discapacidad o nacidas en el lugar reciben un descuento o un obsequio simbólico por su visita. Ello representa un incentivo para futuras visitas e incluso una buena técnica de mercadotecnia para atraer más turistas. 
  
En atención a los razonamientos que han sido precisados consideramos pertinente analizar la conveniencia del pago de derechos por la cantidad de 20.00 pesos, que de manera homogénea se cobra en todas las áreas naturales protegidas que contempla el artículo 198 de la Ley Federal de Derechos. Es por ello que proponemos que sean los propios administradores de dichas áreas quienes con base en estudios de valuación económica y social, determinen el monto a cobrar por el derecho de goce o aprovechamiento, dentro de un rango preestablecido en la propia Ley Federal de Derechos. 
  
Si la población y las autoridades competentes adquieren conciencia de la gran responsabilidad que tenemos los mexicanos de cuidar y conservar la riqueza biológica privilegiada con que contamos, y si reflexionamos sobre la importancia que ésta tiene en términos de capital natural, es muy probable que asuman la responsabilidad de financiar su conservación y manejo. Sólo así se podría abatir los costos que su establecimiento y conservación implica. 
  

Por todo lo anterior, sometemos a esta Cámara de Senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, la presente iniciativa de: 

  

  
DECRETO mediante el cual se reforma el artículo 198 de la Ley Federal de Derechos. 
  
ARTICULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 198 de la Ley Federal de Derechos, para quedar como sigue: 
  

  

LEY FEDERAL DE DERECHOS 
  
TÍTULO OCTAVO 
  
De las Infracciones y Sanciones 
  
CAPÍTULO ÚNICO 
  
  
  
198.- Por el uso, goce o aprovechamiento de los elementos naturales marinos de dominio público existentes dentro de las áreas naturales protegidas competencia de la Federación, en actividades recreativas o turísticas de buceo autónomo, buceo libre, esquí acuático, recorridos en embarcaciones motorizadas o no motorizadas, se pagaran derechos por persona, por día conforme a una cuota de 20 a 120 pesos dependiendo del área natural que se visite. 
  
  
TRANSITORIOS 
  
ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
  
  
  
  
Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los 15 días del mes de Octubre de 2002. 
  
  
  
   
  
  
  
  
  
Sen. Jorge Emilio González Martínez.            Sen. Verónica Velasco Rodríguez. 
  
  
   
  
  
Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés.            Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo. 
  
  
  
   
  
Sen. Gloria Lavara Mejía


